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 Señor(a) 
JUEZ  OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DE BARRANQUILLA. 
E.                         S.                         D.  
 
 
 

ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
 
RADICACIÒN:         08-001-33-33-008-2020-00049-00 
ACTOR:   ROQUELINA DEL SOCORRO IBAÑEZ DE HERNANDEZ 
DEMANDADO:  NACION, MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DEL MAGISTERIO, DISTRITO 
ESPECIAL, INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE 
BARRANQUILLA – SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEL 
DISTRITO DE BARRANQUILLA. 
 

 
 
ELOINA DEL CARMEN ECHEVERRY ESPINOSA, identificada con la cédula de 
ciudadanía Nº 1.047.380.948 expedida en la ciudad de Cartagena, portadora de la 
tarjeta profesional de abogada N° 200103 del C.S. de la J., en calidad de 
apoderada judicial del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, 
representado legalmente por el señor Alcalde JAIME PUMAREJO HEINS, mayor 
de edad, vecino de esta ciudad, y judicialmente por el Secretario Jurídico de la 
Alcaldía Distrital de Barranquilla, doctor, ADALBERTO PALACIOS BARRIOS,  
mayor y vecino de esta ciudad, nombrado mediante Decreto N° 0002 de 2020 y de 
conformidad con el Decreto de delegación Nº 0094 de 2017, de representar y 
nombrar apoderados que representen los intereses del Ente Territorial, en las 
actuaciones procesales que se surtan ante la justicia ordinaria y especial de los 
distintos órganos judiciales y demás, concurro a su despacho a efectos de 
presentar dentro del término legal  la respectiva contestación de la demanda 
incoada por la parte actora, en los siguientes términos: 
 
 

1. PRONUNCIAMIENTO EXPRESO SOBRE EL PETITUM DE LA DEMANDA. 
 

El Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla, se opone a las pretensiones 
de la demanda ya que los supuestos facticos en que se funda, respecto del ente 
territorial que represento, no conllevan a que las pretensiones de la  demandante 
prosperen, teniendo en cuenta que el Ente Territorial Distrito de Barranquilla - 
Secretaria de Educación,  ha actuado  conforme a lo ordenado en la ley 91 de 1989, 
ley 962 de 2005, el Decreto 2831 del 2005 y en especial el Decreto Distrital 0293 de 
2008. De la misma forma, el Consejo de Estado en reiteradas ocasiones  ha 
manifestado que estas pretensiones son inviables ya que carecen de sustento legal. 
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2. EN CUANTO A LOS HECHOS PLANTEADOS POR LA ACCIONANTE, 
DEBEMOS EXPRESAR LO SIGUIENTE: 

 
A los hechos numerales: 
 

1. No es un hecho, es una norma legal. 
 

2. No es un hecho, es una norma legal. 
 

3. Es cierto de acuerdo a los documentos aportados en el presente proceso. 
 

4. Es cierto de acuerdo a la Resolución Nº 10570 de 16 de Octubre de 2018, la 
cual reposa en las pruebas del proceso. 

 
5. Es un hecho que debe ser probado en el trascurso del proceso. 

 
6. No es un hecho, es una norma legal. 

 
7. No es un hecho, es una interpretación jurisprudencial. 

 
8. Es un hecho que debe ser probado en el trascurso del proceso. 

 
9. Es un hecho que debe probarse en el trascurso del proceso. 

 
 

Frente a la pretensión de la demandante propongo las siguientes EXCEPCIONES,  
 
  
 

3. EXCEPCIONES 
 

 
3.1. INEXISTENCIA DE OBLIGACIÓN LEGAL DE PAGO DE SANCION 

MORATORIA QUE PRETENDE LA ACCIONANTE. 
 

 
De la lectura realizada a las pretensiones de la demanda se constata que la 
señora ROQUELINA DEL SOCORRO IBAÑEZ DE HERNANDEZ solicita  se le 
reconozca y pague la sanción moratoria a la que se refiere el parágrafo del artículo 
5º de la ley 1071 de 2006, la cual contempla que en caso de mora en el pago de 
las cesantías parciales o definitivas  de los servidores públicos, el mismo se hace 
beneficiario a un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo 
el pago  de las mismas, obligación que se hace exigible  con posterioridad al 
término de 45 días hábiles a partir de que quede en firme el acto administrativo 
que ordena el reconocimiento de las cesantías parciales o definitivas. 
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De lo anterior, cabe resaltar que la entidad territorial D.E.I.P., de Barranquilla, no 
tiene obligación legal de atender las pretensiones  de reconocimiento y pago de 
sanción moratoria que pretende la accionante, debido a las siguientes razones:  
 
No existe norma expresa que determinen responsabilidad a cargo de los entes 
territoriales certificados que actúan en nombre y representación del Fondo 
Nacional de Prestaciones del Magisterio, en los casos de retardo en el pago de 
cesantías conforme con la sanción contenida en la ley 1071 de 2006. 
 
De la misma forma, en lo que respecta a los docentes  del sector público, la ley 91 
de 1989, creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio la cual 
en su artículo 2, numeral 5 y artículo 4 lo define como  la entidad encargada de 
pagar las prestaciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados, 
vinculados a la fecha de promulgación de la misma ley, previo reconocimiento con 
observancia de los requisitos legales por parte del Ministerio de Educación 
Nacional. 
 
La misma codificación ley 91 de 1989 creó el Fondo Nacional de Prestaciones del 
Magisterio, y estableció que todos los docentes a partir del año 1990 que se 
vincularan al Magisterio estarían a cargo de la Nación y sus prestaciones serían 
pagadas por el mentado fondo, contando entonces los docentes con un sistema 
especial y exclusivo de Seguridad Social, a través del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, cuyos recursos son gestionados mediante 
contrato de Fiducia, para lo cual se contrató a la Fiduciaria La Previsora S.A., la 
cual tiene como función administrar los recursos del fondo y efectuar los pagos de 
las prestaciones sociales a los docentes nacionales y nacionalizados en todo el 
territorio Nacional.    
 
A su vez su artículo 15 establece:  
 

“A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1. de enero de 1990 
será regido por las siguientes disposiciones: 
 
3. Cesantías: A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 
de diciembre de 1989, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes de salario por cada año 
de servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el 
último salario devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres 
meses, o en caso contrario sobre el salario promedio del último año. 
 



ELOINA ECHEVERRY ESPINOSA  
Abogado Especialista Derecho Público 
e-mail: echeverryeloina@gmail.com    
Celular: 300-6689822 
 
 

 4 

B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1. de enero de 1990 y 
para los docentes nacionales vinculados con anterioridad a dicha fecha, 
pero sólo con respecto a las cesantías generadas a partir del 1o. de enero 
de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías 
existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin 
retroactividad, equivalente a la suma que resulte de aplicar la tasa de 
interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, 
haya sido la comercial promedio de captación del sistema financiero 
durante el mismo período. Las cesantías del personal nacional docente, 
acumuladas hasta el 31 de diciembre de 1989, que pasan al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, continuarán sometidas 
a las normas generales vigentes para los empleados públicos del orden 
nacional”. 

 
 
Seguidamente la ley 962 de 2005, trajo como novedad señalar nuevamente a 
cargo de quien se encuentran los pagos de prestaciones sociales de los docentes 
y dispuso la racionalización de los trámites y procedimientos administrativos 
de los organismos y entidades del Estado. 
 
 
Por lo cual en el artículo 56 prevé: 
 

Racionalización. De trámites en materia del Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio. Las prestaciones sociales 
que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la 
aprobación del proyecto de resolución por parte de quien 
administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 
Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. 
El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante 
resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de 
la entidad territorial. 

 
 
En consonancia con lo anterior, el artículo 2 y 3 del Decreto 2831 del 2005, 
expedido por el Ministerio de Educación, a la letra dice: 
 

“ARTÍCULO 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de 
reconocimiento de prestaciones sociales, deberán ser radicadas 
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en la secretaria de educación, o la dependencia o entidad que 
haga sus veces, de la respectiva entidad territorial certificada a 
cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante o 
causahabiente, de acuerdo con el formulario adoptado para el 
efecto por la sociedad fiduciaria encargada de administrar los 
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio.  

 
“ARTÍCULO 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la ley 91 de 
1989 y el artículo 56 de la ley 692 de 2005, la atención de las 
solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará 
el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
será efectuada a través de las secretarías de educación de las 
entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus 
veces (negrilla mia). 
 
 Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 
docente, deberá: 
1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes 
relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales a 
cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria 
encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
(…) 
 3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de 
reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a 
la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto 
con la certificación descrita en el numeral anterior del presente 
artículo. 
 4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada 
del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio suscribir el acto 
administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas a 
cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 
de 2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los 
trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con 
las formalidades y efectos previstos en la ley. 
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De tal forma, se colige que al ente territorial que represento no le corresponde, ni 
es el encargado de pagar las prestaciones sociales a los docentes, para el 
presente caso las cesantías parciales mucho menos asumir responsabilidad frente 
al cobro de sanción moratoria por retardo en el pago de las mismas, de acuerdo a 
lo establecido en la ley 91 de 1989, ley 962 de 2005 y Decreto 2831 del 2005. 
 
Por otro lado, de la lectura realizada a las pretensiones de la demanda se evidencia 
que la señora ROQUELINA DEL SOCORRO IBAÑEZ DE HERNANDEZ solicita 
además del reconocimiento y pago de la sanción moratoria de sus cesantías, el 
reconocimiento y pago de intereses moratorios a partir del día siguiente de la fecha 
de la sentencia, en caso de existir fallo a su favor y por el tiempo que se efectué el 
pago de la sanción moratoria, así como también la indexación de los valores, 
teniendo en cuenta la base de variación  del índice de precios del consumidor. 
 
De esta forma, sin que implique aceptación de las pretensiones de la 
demandante, y en caso de una posible sentencia favorable para la parte actora, 
se solicita que el Despacho  deniegue   el pago de intereses moratorios, y ajuste 
de valor de acuerdo al IPC pretendido por la señora ROQUELINA DEL 
SOCORRO IBAÑEZ DE HERNANDEZ debido a que la sanción moratoria busca 
imponer una multa a cargo de la entidad responsable del reconocimiento y pago 
del derecho, por lo que no se puede disponer una doble sanción en cabeza de la 
misma. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, es pertinente citar la posición que ha mantenido el 
Consejo de Estado, a saber: 
 

La jurisprudencia del Consejo de Estado ha delineado posición según la 
cual no procede indexación sobre el valor de la sanción moratoria de que 
trata la Ley 244 de 1995 porque, si bien responde a fines diversos a la 
indexación que busca proteger el valor adquisitivo de la cesantía, lo cierto 
es que no sólo cubre la actualización monetaria sino que, incluso, es 
superior a ella. Ha dicho la Sección Segunda que “la indexación procede 
únicamente sobre el valor de la sanción por no consignación oportuna de 
la cesantías, en los términos ordenados por el artículo 99 de la Ley 50 de 
1990 extensivo a las entidades territoriales en virtud del artículo 13 de la 
Ley 344 de 1996 reglamentado por el Decreto 1582 de 1998, y no frente a 
la indemnización moratoria de la Ley 244 de 1995  (Subraya de la 
Subsección)1. 

 

 
1 Sentencia del 31 de enero del 2008 de la Sección Segunda, Subsección A, radicado interno 
7749-05, CP Dr. Alfonso Vargas Rincón.   
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De la misma forma, la  Corte Constitucional mediante la sentencia C-448 de 1996 
declaró exequible el parágrafo transitorio del artículo 3º de la Ley 244 de 1995, y 
allí considera:  
 

“Así, el parágrafo del artículo 2º de la Ley 244 de 1995 consagra la 
obligación de cancelar al beneficiario "un día de salario por cada día de 
retardo", sanción severa que puede ser, en ocasiones, muy superior al 
reajuste monetario, por lo cual no estamos, en estricto sentido, frente a 
una protección del valor adquisitivo de la cesantía sino a una sanción 
moratoria tarifada que se impone a las autoridades pagadoras debido a 
su ineficiencia (…) En ese orden de ideas, no resulta razonable que 
un trabajador que tenga derecho a la sanción moratoria impuesta 
por la ley 244 de 1995 reclame también la indexación, por cuanto se 
entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre la actualización 
monetaria sino que incluso es superior a ella”  

 
Teniendo en cuenta lo anterior, se solicita se declare probada la presente 
excepción teniendo en cuenta los anteriores argumentos. 
 

  
 

3.2. FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA 
 
Sin que implique reconocimiento de las pretensiones de la demanda en el 
presente caso se ha podido corroborar que la entidad a la cual represento no tiene 
legitimación en la causa por pasiva, por lo cual se considera que no debe ser parte 
de este proceso, de tal forma, en caso de que prospere lo solicitado por la 
demandante, la responsabilidad debe asumirla el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. 
 
Es importante resaltar que la responsabilidad de la Secretaria de Educación 
Distrital de Barranquilla, llega hasta el envío de la copia del acto administrativo 
debidamente ejecutoriado a la Fiduprevisora S.A, entidad encargada de realizar el 
pago de las prestaciones a que tienen derecho los docenes afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tal como fue informado en la 
respuesta dada a la solicitud de pago de sanción moratoria.   
Respecto a esta excepción el Consejo de Estado se ha pronunciado de la 
siguiente forma: 
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DE LA LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA. 
  

“El apoderado de la parte demandada insiste en el 
recurso de apelación que la llamada a responder 
por las pretensiones de la actora es la secretaria de 
educación del ente territorial al cual se encuentra 
adscrita la docente, quien es la que elabora el acto 
administrativo demandado.  Es por esto que se 
referirá esta Sala de decisión al tema de la 
legitimación en la causa por pasiva dentro del 
presente proceso, para lo cual se dirá que sobre 
este asunto es necesario tener presente que las 
prestaciones económicas reconocidas a los 
maestros están a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, cuenta 
especial de la Nación, sin personería jurídica, con 
autonomía patrimonial, contable y estadística, y 
facultada para asistir las obligaciones que se 
generen en razón de las prestaciones sociales de 
los docentes, de conformidad con la Ley 91 de 1989, 
y normas concordantes; Dicho Fondo no tiene 
legitimación para actuar, pues su representación la 
tiene el Ministerio de Educación Nacional, quien 
tiene en este proceso calidad de demandado, y 
participó conscientemente en el proceso en 
representación del Fondo Nacional de Prestaciones 
del Magisterio. Es ésta entonces la entidad que 
debe comparecer al proceso, por ser la encargada 
de autorizar a éste para girar los dineros 
encaminados a respaldar las obligaciones 
prestacionales que el Fondo tiene con los diferentes 
destinatarios, conforme a lo dispuesto en el artículo 
9º de la Ley 91 de 1989. 
  
Por lo tanto, es LA NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL, quien tiene la legitimación 
en la causa por pasiva en representación del 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO, por tener a su cargo el pago de 
las prestaciones sociales del personal afiliado, pues 
la Secretaria de Educación del ente territorial 
certificado al cual se encuentre vinculado el 
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docente, de conformidad con el artículo 3º del 
Decreto 2831 de Agosto de 2005, tiene la función de 
atender las solicitudes relacionadas con las 
prestaciones sociales que paga y reconoce el 
Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 
1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, y es 
quien elabora el proyecto de resolución de la 
prestación económica reconocida por el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales y cuya 
aprobación corresponde a la entidad que administre 
el Fondo conforme lo señala el artículo 56 de la Ley 
962 de 2005 que dispuso, 
  
“Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la 
aprobación del proyecto de resolución por parte de 
quien administre el Fondo, el cual debe ser 
elaborado por el Secretario de Educación de la 
Entidad Territorial certificada correspondiente, a la 
que se encuentre vinculado el docente. El acto 
administrativo de reconocimiento se hará mediante 
resolución que llevará la firma del Secretario de 
Educación de la entidad territorial”.   
 
Así las cosas y en virtud de lo conceptuado por la 
Sala de Servicio y Consulta Civil del Consejo de 
Estado, la legitimación en la causa por pasiva la 
tiene LA NACION – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO, comoquiera que en este caso se 
discuten cuestiones relacionadas con el 
reconocimiento de derechos conexos o derivados 
de éstos, pues dijo la Alta Corporación que: 
  
“En los litigios originados en actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales del 
Magisterio, que profiera el Representante del 
Ministerio de Educación Nacional ante la entidad 
territorial a la que se encuentre vinculado el 
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docente, la representación judicial le corresponde al 
Ministerio de Educación Nacional. 
  
“A la Fiduciaria La Previsora S.A. le corresponde 
ejercer la representación extrajudicial y judicial en 
los asuntos concernientes al cumplimiento de sus 
deberes indelegables, tanto los estipulados en el 
acto constitutivo del fideicomiso como los previstos 
en el artículo 1234 y demás disposiciones legales 
pertinentes de la ley mercantil Ibídem 
. (Subraya con intención). 
  
Conforme lo anterior, encuentra la Sala que en este 
caso la legitimación en la causa por pasiva la tiene 
LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO y no el ente territorial al cual se 
encuentre adscrita la docente…”  

  

Acogida la anterior Jurisprudencia queda por sentado que en el presente caso es 
procedente plantear la concurrencia al proceso de la nación - Ministerio de 
Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, y la  Falta de 
Legitimidad en la causa por pasiva como excepción a favor del Distrito de 
Barranquilla. 
  
Respecto a la excepción de Falta de Legitimación en la Causa el Consejo de 
Estado Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Tercera -Consejero 
Ponente: Dr. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA - Radicación No. : 05001-
23-26-000-1996-01596-01(20132), sostuvo: 
 

“La legitimación en la causa puede ser de hecho o material, 
siendo la primera aquella relación que se establece entre las 
partes por razón de la pretensión procesal, es decir de la 
atribución de una conducta que el demandante hace al 
demandado en su demanda, mientras que la segunda, 
corresponde a la participación real de las personas en el 
hecho origen de la formulación de la demanda, 
independientemente de que dichas personas o hayan 
demandado o que hayan sido demandadas, por lo cual  la 
ausencia de esta última clase de legitimación, por activa o 
por pasiva, no constituye una excepción de fondo porque no 
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enerva la pretensión procesal en su contenido. La 
legitimación material en la causa, activa y pasiva, es una 
condición anterior y necesaria, entre otras, para dictar 
sentencia de mérito favorable al demandante o al 
demandado; el estar legitimado en la causa materialmente 
por activa o por pasiva, por sí solo, no otorga el derecho a 
ganar; si la falta recae en el demandante el demandado tiene 
derecho a ser absuelto pero no porque él haya probado un 
hecho nuevo que enerve el contenido material de las 
pretensiones sino porque quien lo atacó no es la persona 
que frente a la ley tiene el interés sustantivo para hacerlo -no 
el procesal-; si la falta de legitimación en la causa es del 
demandado, de una parte al demandante se le negarán las 
pretensiones no porque los hechos en que se sustenten no 
le den el derecho sino porque a quien se las atribuyó no es 
el sujeto que debe responder; por eso, de otra parte, el 
demandado debe ser absuelto, situación que se logra con la 
denegación de las súplicas del demandante”. 

 
 

De la misma forma, en sentencia del Consejo de Estado radicado Nº 
 66001-23-33-000-2013-00190-01 de fecha 17 de Noviembre de 2016, Magistrado 
Ponente Dr. William Hernández Gómez, se estableció lo siguiente: 
 

“La entidad encargada del reconocimiento y pago de la sanción moratoria por 
el pago tardío de las cesantías en el caso de los docentes es el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como pasa a explicarse:  

 
Mediante la Ley 91 de 1989, se creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 
patrimonial, contable y estadística, que si bien es cierto no tiene personería 
jurídica, está representada por el Ministerio de Educación Nacional, cuya finalidad 
entre otras, es el pago de las prestaciones sociales de los docentes.  

 
Por su parte, el Decreto 3752 de 2003 regló el proceso de afiliación de los 
docentes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y señaló 
en su artículo 4 los requisitos de afiliación del personal docente de las 
entidades territoriales, y en su artículo 5º el trámite de afiliación, artículos de 
los cuales se desprende que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio reconocerá y pagará las cesantías. 

 
A su vez, el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 señala que las prestaciones 
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sociales de los docentes oficiales serían reconocidas y pagadas por el Fondo 
Nacional de Prestaciones del Magisterio, mediante la aprobación del 
proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual en 
todo caso debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la entidad 
territorial correspondiente a la que se encuentre vinculado el docente, sin 
despojar al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio de la 
competencia para reconocer y pagar las prestaciones sociales de los 
docentes oficiales.  

 
En conclusión: el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
es el ente encargado del reconocimiento y pago de las cesantías de los 
docentes afiliados al mismo, por lo tanto, de la sanción moratoria que se 
cause por la no consignación oportuna de las cesantías. 

 
 

4. CONCLUSION: 
 

De lo expuesto devine que la presente demanda no está llamada a prosperar por 
los argumentos expuestos en la misma. 
 
 

5. PRETENSION 
 

Se declare la prosperidad de las excepciones presentadas y se nieguen las 
súplicas de la demanda. 
 
Se declare de oficio las excepciones que se extraigan de los hechos de la 
presente demanda. 
 
 

6. PRUEBAS DOCUMENTALES 
 
 

 
Ø Poder debidamente otorgado para actuar (Decretos Nos. 002 de 

2020; 0094 de 2017: y acta de posesión de Jefe de la Oficina 
Asesora Jurídica del Distrito de Barranquilla, que obran en el 
expediente).  
 

Ø Copia del expediente administrativo de la señora ROQUELINA 
DEL SOCORRO IBAÑEZ DE HERNANDEZ, expedido por la 
Secretaria Distrital de Educación de Barranquilla.  
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7. NOTIFICACION 
 
 
Recibiré notificaciones en la siguiente dirección: calle 34 Nº 43-31 piso 8, Oficina 
Jurídica Distrito de Barranquilla, y a los correos electrónicos 
echeverryeloina@gmail.com y notijudiciales@barranquilla.gov.co 
 
 
 
Atte. 
 

 
 
ELOINA DEL CARMEN ECHEVERRY ESPINOSA. 
C. C. Nº 1.047.380.948 de Cartagena. 
T. P. Nº 200103 del C. S. de la J. 
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